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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 12 de 
febrero de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 504/2025 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 26 de noviembre de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de revisión de oficio 
del Decreto 2023/8542, del concejal delegado general del Área de Tráfico y 
Movilidad del Ayuntamiento de xxx1, por el que se dispone la supresión, entre 
otros, del carril bici segregado en el paseo ccc1, condicionada a la ejecución 
de tramo alternativo.  

  
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 4 de diciembre de 2025, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 504/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
a la consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 30 de octubre de 2023 el Pleno del Ayuntamiento aprobó 

la Ordenanza Municipal para establecer determinados carriles de uso restringido 
en la ciudad de xxx1 (publicada en el Boletín Oficial de la Provincia de 15 de 
noviembre de 2023). 
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Por el Decreto 2023/8542, de 15 de noviembre de 2023, del concejal 
delegado general del Área de Tráfico y Movilidad, se resuelve, entre otras 
cuestiones, lo siguiente: 

 
“Décimo.- Suprimir el carril bici segregado existente en el paseo 

ccc1, eliminando para ello los elementos que facilitan la separación del resto 
del tráfico rodado; y restaurar la señalización y ordenación de los movimientos 
previa, abriéndolo a la circulación de todo tipo de vehículos. 

 
»Decimoprimero.- Condicionar la eficacia del apartado anterior, 

a la puesta en explotación de las obras de adaptación y ejecución de tramos 
ciclables en el paseo ccc1 del xxx1, objeto del expediente número 28/2023 
SETM”. 

 
 Segundo.- El 12 de junio de 2025 D. yyyy, en representación de 
Ecologistas en Acción de xxx1, solicita la revocación de ese acto, por considerar 
que está incurso en la causa de nulidad de pleno derecho del artículo 47.1.f) 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas (LPAC). Considera que la resolución es 
contraria al Plan General de Ordenación Urbana de xxx1, aprobado por Orden 
FYM/468/2020, de 3 de junio, y al Plan Integral de Movilidad Sostenible y 
Segura de xxx1, aprobado por el Pleno del Ayuntamiento el 30 de noviembre 
de 2021, que contemplan expresamente esta infraestructura ciclista. Solicita, 
asimismo, diversa documentación. 

 
Tercero.- Ante dicha solicitud, emiten informes el director del Área de 

Urbanismo y Vivienda y el jefe del Centro de Movilidad Urbana, ambos el 17 
de junio de 2025. 

 
En la misma fecha el concejal delegado general del Área de Tráfico y 

Movilidad comunica al solicitante que su solicitud se tramitará como expediente 
de revisión de oficio, le informa sobre algunas cuestiones contenidas en su 
escrito y le remite documentación solicitada y los informes emitidos (citados 
en el antecedente de hecho anterior). 

 
Cuarto.- El 14 de julio de 2025 se acuerda el inicio del procedimiento 

de revisión de oficio. 
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Quinto.- El 13 de agosto de 2025 el Servicio de Espacio Público e 
Infraestructuras emite informe técnico en el que analiza las determinaciones 
del trazado del Plan General de Ordenación Urbana (PGOU), el reparto equitativo 
del espacio viario y la caracterización de la movilidad en viario y espacios libres. 
En él se concluye lo siguiente: 

 
  “El carril-bici que discurría por la calzada del paseo ccc1 

no aparece en ninguno de los documentos que pueden establecer 
determinaciones de ordenación obligatorias del PGOU-xxx1 (normativa y 
planos) y, por contraposición, es la propia ordenación detallada del 
planeamiento general la que establece que la infraestructura de carril-bici que 
conecte el Puente ccc2 con el Puente ccc3 no discurra por la calzada sino por 
el espacio libre aledaño. 

 
  »El proyecto y la ejecución de las obras de adaptación de 

los tramos ciclables en el paseo ccc1, que han comportado la reversión para 
el tráfico rodado del carril bici preexistente que discurría por la calzada, son 
consecuentes con el planeamiento general vigente, mejorando la conectividad 
entre espacios y la coexistencia entre los diferentes usuarios de la vía, 
contribuyendo a un modelo de movilidad más sostenible, seguro e inclusivo”. 

 
Sexto.- El 15 de septiembre de 2025 la asociación Ecologistas en 

Acción solicita copia de determinada documentación. 
 
Séptimo.- El 29 de septiembre de 2025 el Servicio de Espacio Público 

e Infraestructuras realiza un “borrador de propuesta de resolución” por la que 
se rechaza la solicitud de revisión de oficio “por la falta de concurrencia de 
presupuestos para declarar la nulidad de pleno derecho del acto administrativo”. 
Se indica expresamente por los autores que se trata de un borrador previo a 
la concesión del trámite de audiencia. 

 
Octavo.- Concedido trámite de audiencia, el 21 de octubre de 2025 la 

asociación interesada presenta un escrito en el que alega que se le ha causado 
indefensión, ya que no se le concedió trámite de audiencia previo a dictar la 
resolución cuya nulidad se solicita y esta tampoco se les notificó, pese a ser 
interesados. Y añade: “la publicación de dicha resolución en la web municipal, 
para público conocimiento, no puede sustituir la preceptiva publicación en el 
Boletín Oficial de la Provincia de xxx2, que es la única que puede surtir los 
efectos de la notificación cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad 
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indeterminada de personas, con arreglo a lo establecido en el artículo 45.3 de 
la [LPAC], si fuera ésta la razón por la que no se nos notificó individualmente”. 

 
Reitera, asimismo, que la resolución vulnera el PGOU y el Plan Integral 

de Movilidad Sostenible y Segura de xxx1.  
 
Finalmente, afirma que existe fraude de ley, ya que la nueva Ordenanza 

Municipal de 5 de septiembre de 2025, reguladora del uso de los ciclos y 
vehículos de movilidad personal y de la movilidad por carriles especiales de 
tráfico rodado en xxx1 (que deroga la ordenanza de 2022, que preveía el carril 
bici del paseo ccc1, y la de 2023, que lo suprimió esta última anulada por la 
sentencia de 25 de noviembre de 2024, del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León) “no parece tener mayor finalidad que dar cobertura formal en 
fraude de ley al desmantelamiento del carril bici del Paseo ccc1 y los restantes 
carriles bus-taxi y carriles bici desmantelados en noviembre de 2023, en lo que 
el Tribunal Supremo resuelve la inadmisión del recurso municipal, por falta de 
interés casacional objetivo”. 

 
Solicita, por ello, la revocación del Decreto 2023/8542, por considerar 

que se le ha causado indefensión y que concurren las causas de nulidad de 
pleno derecho del artículo 47.1.e) y f) de la LPAC. Insta, asimismo, a que se 
recupere el carril bici existente con anterioridad en el paseo ccc1, restituyendo 
el trazado anterior. 

 
Noveno.- El 7 de noviembre de 2025 el Servicio de Espacio Público e 

infraestructuras formula propuesta de resolución por la que se rechaza la 
revisión de oficio solicitada. 

 
Décimo.- El 17 de noviembre de 2025 el secretario general del 

Ayuntamiento emite informe favorable a la propuesta de resolución. 
 
Undécimo.- El 25 de noviembre de 2025 se formula nueva propuesta 

de resolución desestimatoria de la solicitud de revisión de oficio. 
 
  

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 2º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.f) del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 

 
Además, la preceptividad del dictamen del Consejo Consultivo resulta 

justificada a tenor de lo dispuesto en el artículo 106.2 de la LPAC. Del referido 
artículo se deduce que dicho dictamen es, además de preceptivo, habilitante 
de la ulterior decisión revisora de la Administración, ya que sólo puede declarar 
la nulidad de la disposición si dicho dictamen hubiera sido favorable, esto es, 
estimatorio de la nulidad denunciada. 

 
2ª- El artículo 106.1 de la LPAC dispone que “Las Administraciones 

Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, 
y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la 
nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa 
o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el 
artículo 47.1”. 

 
Este artículo 106 no contempla un procedimiento específico para la 

revisión de oficio de los actos administrativos, sino que se limita a exigir el 
dictamen previo favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma. Por ello, resultan de aplicación las 
disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos, contenidas 
en el título IV de la citada ley. 

 
A la vista de la documentación obrante en el expediente, el 

procedimiento se ha tramitado conforme a lo previsto en la LPAC. Así, consta 
la solicitud de la entidad interesada (que se ha calificado por la Administración 
consultante como solicitud de revisión de oficio), la concesión del trámite de 
audiencia y las alegaciones de la interesada, y la propuesta de resolución. 
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Finalmente, la exigencia de informe del Consejo Consultivo se cumple con la 
emisión del presente dictamen. 

 
3ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre el expediente de revisión 

de oficio, incoado por el Ayuntamiento de xxx1 a instancia de Ecologistas en 
Acción de xxx1, para declarar la nulidad de pleno derecho de la resolución por 
la que se suprime el carril bici del paseo ccc1 de esa ciudad. 

 
Como han manifestado de forma reiterada el Consejo de Estado y este 

Consejo Consultivo, la revisión de oficio de los actos administrativos constituye 
un supuesto excepcional en virtud del cual la Administración, conforme a una 
privilegiada facultad de autotutela, puede, por iniciativa propia o a solicitud del 
interesado, anular o declarar la nulidad de sus propios actos sin necesidad de 
acudir al proceso jurisdiccional contencioso-administrativo. “Se trata de un 
auténtico procedimiento administrativo especial de naturaleza autónoma” 
(dictámenes del Consejo de Estado 447/94, de 21 de abril; 3.493/97, de 24 de 
julio y 4.313/1998, de 19 de noviembre). 

 
Es doctrina reiterada de este Consejo que la revisión de oficio de los 

actos administrativos constituye un cauce de utilización excepcional y de 
carácter limitado, ya que comporta que, sin mediar una decisión jurisdiccional, 
la Administración pueda volver sobre sus propios actos dejándolos sin efecto. 
De ahí que no cualquier vicio de nulidad de pleno derecho permita acudir sin 
más a la revisión de oficio, sino que ésta es sólo posible cuando concurra de 
modo acreditado un vicio de nulidad de pleno derecho de los legalmente 
previstos. 

 
Por tanto, las causas de nulidad han de ser objeto de interpretación 

estricta, habida cuenta, de una parte, su propia naturaleza, y, de otra, el 
carácter singular de la potestad administrativa de autotutela prevista en el 
artículo 106 de la LPAC.  

 
La asociación solicitante alega que concurren las causas de nulidad de 

pleno derecho recogidas en el artículo 47.1, letras e) y f) de la LPAC. 
 
a) Comenzando por la primera de estas causas (la prevista en la letra e), 

este Consejo Consultivo mantiene, para apreciar su concurrencia, una doctrina 
consolidada, en línea con la reiterada del Consejo de Estado y la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo. El Consejo de Estado establece que, para que pueda 
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apreciarse dicha causa, “es necesario que la conculcación del procedimiento 
haya sido de tal magnitud que suponga la concurrencia de anomalías en la 
tramitación que se caractericen por su especial gravedad” (a.e., dictámenes 
542/1996, de 7 de marzo; 926/1997, de 3 de abril; 4.894/1997, de 23 de 
octubre; 6.175/1997, de 19 de febrero de 1998; 173/2008, de 30 de abril, o 
2.002/2008, de 11 de diciembre). En otros dictámenes (como el 2.301/1998, 
de 10 de septiembre) se señala que “es necesario apreciar con rigor que el 
procedimiento se ha violentado de modo terminante y claro (...) debiendo 
justificarse cumplidamente que se ha producido alguna anomalía esencial en 
su tramitación”.  

 
En un sentido similar se ha pronunciado el Tribunal Supremo, al requerir 

“omisiones sustanciales y de entidad, equiparables a la falta de aquellos 
requisitos procedimentales que configuran la esencialidad del procedimiento” 
(sentencia de 12 de julio de 1993) o bien al entender que se produce por “el 
seguimiento de un procedimiento completamente opuesto al correcto” (sentencia 
de 20 de abril de 1990).  

 
E, igualmente, otros dictámenes, que exigen “omisiones sustanciales y 

de entidad, equiparable a la falta de aquellos requisitos procedimentales que 
configuran la esencialidad del procedimiento” (dictamen 906/1996, de 28 de 
marzo), o una omisión de “hitos esenciales” del procedimiento (dictámenes 
45.853, de 17 de noviembre de 1983, y 1.532/1992, de 4 de marzo de 1993). 
El propio Consejo de Estado, en su dictamen 1.365/2008, de 13 de noviembre, 
señaló que este motivo de nulidad “supone una total inaplicación del 
procedimiento legalmente establecido, sin que sea suficiente advertir omisiones 
o infracciones de tramitación. La ausencia total de procedimiento debe ser 
entendida en el sentido de que no existan los engarces formales necesarios en 
el iter administrativo para concluir en el acto que se pretende emanar, 
envolviendo tales ausencias o errores procedimentales un radical vicio con 
irremediables efectos sobre el acto administrativo final (dictámenes 2.756/96, 
de 25 de julio, y 1.950/2004, de 23 de septiembre). (…)”. 

 
En este caso, no se aprecia que concurra la causa de nulidad alegada. 

La argumentación recogida en la propuesta de resolución, sobre la ausencia, 
en la entidad recurrente, de titularidad de un derecho subjetivo o de un interés 
legítimo particular o colectivo que pudiera legitimar su condición de interesado, 
permiten considerar ajustado a Derecho tanto la no concesión de un trámite 
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de audiencia durante el procedimiento de elaboración de la resolución, como 
el hecho de que esta no se notificara personalmente a dicha entidad. 

 
Por otra parte, la publicación de la resolución en la web municipal no 

afectaría a la validez de la resolución, sino a su eficacia. Como ha señalado 
este Consejo Consultivo en varios dictámenes, con apoyo en la jurisprudencia, 
la notificación constituye un requisito de eficacia de los actos administrativos 
y no de validez, por lo que carece de fundamento propugnar la invalidez de 
los actos administrativos por defectos de notificación de aquellos (Dictamen 
384/2020, de 26 de noviembre, y los que en él se citan). No obstante lo cual, 
en la propuesta de resolución se señala que tanto el Reglamento Orgánico del 
Ayuntamiento del año 2019 como la ordenanza aplicable disponen que las 
resoluciones adoptadas por los concejales delegados adoptarán la forma de 
decreto y se publicarán en el portal web municipal.  

 
b) En cuanto al vicio de nulidad previsto en el artículo 47.1.f) de la LPAC 

(“actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que 
se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos 
esenciales para su adquisición”), se interpreta de forma muy estricta por este 
Consejo Consultivo, en línea también con la doctrina del Consejo de Estado, 
que ha señalado en numerosas ocasiones (por todos, Dictamen 984/2016, de 
19 de enero de 2017) que “debe ser objeto de una interpretación rigurosa, `por 
cuanto una mínima laxitud (...) arrasaría la distinción entre grados de invalidez 
y atentaría gravemente contra la seguridad jurídica al permitir cuestionar en 
cualquier momento no sólo actos incursos en un vicio de singular relevancia 
para el interés público concreto y para el genérico comprometido en la legalidad 
del actuar administrativo, sino todos los actos en que una prescripción legal 
hubiera sido vulnerada o un requisito legal se hubiera desconocido´ (dictamen 
número 1.277/98, de 25 de septiembre, entre otros). En la misma línea, se ha 
dicho que `no todos los requisitos necesarios para la adquisición de una 
facultad o derecho merecen el calificativo de “esenciales”, sino sólo aquellos 
que constituyen presupuestos básicos exigibles para que pueda citarse el acto 
administrativo´ (así, dictámenes números 2.454/94, de 9 de febrero, 1.178/98, 
de 11 de junio).  

 
»Por su parte, el Tribunal Supremo ha interpretado el calificativo 

`esenciales´ como referido a aquellos requisitos `más significativos y directa e 
indisociablemente ligados a la naturaleza misma del derecho´ (Sentencia de 23 
de noviembre de 2008). Y este Consejo ha subrayado (entre otros, dictámenes 
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números 1.511/2011, de 13 de octubre, 1.536/2011, de 20 de octubre, 
840/2014, de 23 de octubre, y 753/2015, de 24 de septiembre), que `la 
esencialidad presupone que ha de tratarse de un requisito que objetivamente 
el interesado no puede llegar a cumplir en ningún momento, por tratarse de un 
hecho acontecido invariable que elimina cualquier posibilidad de subsanación, 
y que no precisa, para constatar su carencia, de la interpretación de norma 
jurídica alguna´”.  

 
En el mismo sentido, el Dictamen 739/2017, de 5 de octubre, del Consejo 

de Estado, recuerda que “para apreciar la concurrencia de este motivo, se 
exige el cumplimiento de unos requisitos específicos que van más allá de la 
producción de cualesquiera infracciones al ordenamiento jurídico (entre otros, 
dictámenes números 1.275/2008, de 25 de septiembre, y 840/2014, de 23 de 
octubre) y que usualmente se detienen en la diferencia entre `requisitos 
necesarios´ y `esenciales´, sin que todos los requisitos necesarios para la 
adquisición de una facultad o derecho merezcan el calificativo de `esenciales´ 
(dictamen número 219/2013, de 18 de abril).  

 
»En este sentido, como señala el dictamen número 485/2012, de 

24 de mayo, la carencia de tales `requisitos esenciales´ debe entenderse 
concurrente solo en aquellos casos en los que sea patente la ausencia de un 
presupuesto esencial o básico, que determina la adquisición del derecho o 
facultad de que se trate, pero no en aquellos otros en los que la controversia 
deriva de una mera interpretación, con eventuales soluciones razonablemente 
divergentes, de una norma jurídica”.  

 
Por lo tanto, no todos los requisitos que puedan ser considerados como 

necesarios para la adquisición de una facultad o derecho merecen el calificativo 
de esenciales, que solo cabe atribuir cuando constituyan los presupuestos de 
la estructura definitoria del acto, o sean absolutamente determinantes para la 
configuración del derecho adquirido o la finalidad a alcanzar con su concesión.  

 
Las alegaciones de la entidad recurrente no permiten considerar que la 

resolución haya determinado la adquisición de derechos o facultades por parte 
de personas o colectivos concretos, y tampoco cabe inferir de ellas cuáles sean 
esos requisitos esenciales en virtud de los cuales pudieran haberse adquiridos 
aquellos. Junto a ello, los argumentos contenidos en la propuesta de resolución 
rechazan al concurrencia de dicha causa de nulidad y alcanzan una conclusión 
desestimatoria de esta alegación; conclusión que este Consejo comparte. 
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Finalmente, en cuanto a la alegada vulneración del PGOU y del Plan 

Integral de Movilidad Sostenible y Segura de xxx1, los informes técnicos 
incorporados al expediente rechazan de forma rotunda que exista infracción 
de la normativa, por lo que, a falta de otros indicios de prueba y teniendo en 
cuenta el carácter marcadamente técnico de esta alegación, no cabe concluir 
que la resolución cuestionada incumpla aquellas disposiciones. 

 
En definitiva, a la vista del contenido del expediente y de los informes 

emitidos, este Consejo comparte el criterio de la Administración consultante y 
considera que la solicitud de revisión de oficio debe desestimarse, sin que, por 
ello, sea preciso el análisis de otras cuestiones que se derivan del expediente. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede desestimar la solicitud de nulidad de pleno derecho del Decreto 

2023/8542, del concejal delegado general del Área de Tráfico y Movilidad del 
Ayuntamiento de xxx1, por el que se dispone la supresión, entre otros, del 
carril bici segregado en el paseo ccc1, condicionada a la ejecución de tramo 
alternativo. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


